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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  347-2022 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., septiembre primero (01) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por la señora ROSA 

HELENA FLÓREZ RODRÍGUEZ, identificada con C.C. No. 1.149.454.384, hija 

de padres colombianos, de nacionalidad venezolana contra la REGISTRADURÍA 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, por vulneración a los derechos fundamentales 

constitucionales de debido proceso, igualdad, buena fe, personalidad jurídica, 

nacionalidad, registro civil, atributos de la persona, derechos de primera 

generación civiles y políticos y vida digna. 

 

ANTECEDENTES 

 
La señora ROSA HELENA FLÓREZ RODRÍGUEZ, identificada con la C.C. No. 

1.149.454.384, hija de padres colombianos, de nacionalidad venezolana 

contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, para que se 

pronuncien sobre los hechos y pretensiones incoadas por la parte accionante 

los cuales se encuentran contenidos en el escrito de tutela. 

 
Fundamenta su petición en el artículo 29, 13, 83, 14, 96, 1, de la Constitución 

Política de Colombia de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de agosto (19) de dos mil veintidós (2022), dispuso dar 

trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad accionada mediante 

correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de defensa y contradicción 

frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte accionante y enunciados 

en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 
La   accionada    REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, en alguno 

de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“LUIS FRANCISCO GAITÁN PUENTES, Jefe de la Oficina Jurídica de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, en ejercicio de la representación judicial 
conferida por el artículo 33 del Decreto 1010 de 2000, comedidamente y dentro  
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del término concedido para el traslado a la acción de tutela de la referencia, me 

permito manifestar: 
 
“Mediante el Decreto 1010 de 2000, se estableció la organización interna de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, al igual se fijaron las funciones de sus 
dependencias, determinando dentro de ellas la función de identificación, en cabeza 

del Director Nacional de Identificación y la de Registro Civil en cabeza del Director 
Nacional de Registro Civil, cuyo superior funcional es el Registrador Delegado para 
el Registro Civil y la Identificación, tal cómo se evidencia en los artículos 
transcritos”. 
 
“En ese sentido, me permito informarle que actualmente los funcionarios que 

ostentan tales cargos son los siguientes: 
 

• “Director Nacional de Identificación: Didier Alberto Chilito Velasco”. 

 
• “Director Nacional de Registro Civil: Rodrigo Pérez Monroy”. 

 
• “Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación: Marcelo 

Mejía Giraldo”. 

 
“Por lo anterior, una eventual orden recaerá directamente sobre los funcionarios 
competentes”. 

 
CONSIDERACIONES DE LA ENTIDAD 

 
“Mediante la Resolución No. 7300 de 2021 de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil se estableció el procedimiento conjunto de anulación de registros civiles de 

nacimiento y la consecuente cancelación de cédulas de ciudadanía por falsa 
identidad, trámite en el que se garantizaron los principios de buena fe, derecho a 
la defensa y debido proceso, igualdad, imparcialidad, moralidad, participación, 
responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y 
celeridad”. 
 
“En ese sentido, con ocasión del procedimiento antes mencionado se realizó un 

cruce de datos con los registros civiles de nacimiento extemporáneos que 
presentaban alguna de las causales de nulidad contempladas en el Decreto 1260 

de 1970”. 
 
“A partir de la mencionada labor, mediante Resolución No. 15044 del 25 de 
noviembre de 2021, se dispuso la anulación del registro civil de nacimiento con 

indicativo serial 56259635, a nombre de ROSA HELENA FLÓREZ RODRÍGUEZ y la 
correspondiente cancelación de la cédula de ciudadanía No. 1.149.454.384 
expedida con base en ese documento”. 
 
“No obstante, en virtud de la presente acción constitucional, la Dirección Nacional 
de Registro Civil y la Dirección Nacional de Identificación, mediante Resolución No. 
22883 del 22 de agosto de 2022, revocaron parcialmente el citado acto 

administrativo. Es decir, en otros términos, que la parte accionante cuenta con su 
registro civil de nacimiento en estado válido y cédula de ciudadania en estado 
vigente”. 
 
“Dicha decisión fue debidamente notificada al accionante mediante correo 
electrónico enviado a la dirección que aportó en la presente acción de tutela”. 
 

“Puestas de ese modo las cosas, se colige que en el presente caso se ha 
configurado una carencia actual de objeto por hecho superado, dado que, con 
ocasión del acto administrativo proferido, se ha satisfecho el fin de la acción 
constitucional y, por ende, cualquier pronunciamiento por parte del juez 
constitucional resulta a todas luces inane”. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como  se  sabe,  la  acción  de tutela, consagrada en la Constitución Política de  

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 
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protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 
Como  efectivamente  se  trata  de  un  derecho  fundamental, es  del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La  Acción  de  Tutela,  es  un  mecanismo  constitucional,  cuyo  objeto son los 

Derechos  fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además,   constituye   un   mecanismo   de  origen  constitucional  de  carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De  conformidad  con  lo  previsto  en  el  artículo  86  de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del  caso concreto,  tenemos  que  la  acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 
Sobre los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo  dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

En cuanto a la presunta vulneración del Derecho al Debido Proceso conviene 
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anotar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia C-163 de 2019:  

 
“(…) De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al 
menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un 
acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 

decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido 
en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con capacidad legal 
para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la 
naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 
establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa (...)”.  
 
“(…) El debido proceso constituye un conjunto de garantías destinadas a la 

protección del ciudadano vinculado o eventualmente sujeto a una actuación judicial 
o administrativa, para que durante su trámite se respeten las formalidades propias 
de cada juicio. En consecuencia, implica para quien asume la dirección del 
procedimiento la obligación de observar, en todos sus actos, la plenitud de las 

formas previamente establecidas en la Ley o en los reglamentos. Esto, con el fin 
de preservar los derechos de quienes se encuentran incursos en una relación 

jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, 
modificación o extinción de un derecho o una obligación o a la imposición de una 
sanción (…)”.  
 
“(…) Bajo la acepción anterior, el debido proceso se resuelve en un desarrollo del 
principio de legalidad, en la medida en que representa un límite al poder del 
Estado. De esta manera, las autoridades estatales no pueden actuar a voluntad o 

arbitrariamente, sino únicamente dentro de las estrictas reglas procedimentales y 
de contenido sustancial definidas por la Ley. La manera de adelantar las diferentes 
etapas de un trámite, de garantizar el derecho de defensa, de interponer los 
recursos y las acciones correspondientes, de cumplir el principio de publicidad, 
etc., se encuentra debidamente prevista por el Legislador y con sujeción a ella 
deben proceder los jueces o los funcionarios administrativos correspondientes 
(...)”.  

 
“(…) Desde  otro  punto  de  vista, el debido proceso no solo delimita un cauce de 
actuación legislativo dirigido a las autoridades sino que también constituye un 

marco de estricto contenido prescriptivo, que sujeta la producción normativa del 
propio Legislador. En este sentido, al Congreso le compete diseñar los 
procedimientos en todas sus especificidades, pero no está habilitado para hacer 

nugatorias las garantías que el Constituyente ha integrado a este principio 
constitucional. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte[18], el debido proceso 
comporta al menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las 
garantías a un acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a 
impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento 
de lo decidido en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con 
capacidad legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de 

acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división 
del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa 
(...)”.  
 
“(…) Del debido proceso también hacen parte, los derechos a (iv) las garantías 
mínimas de presentación, controversia y valoración probatoria; (v) a un proceso 
público, llevado a cabo en un tiempo razonable y sin dilaciones injustificadas; (vi) 

y a la independencia e imparcialidad del juez. Esto se hace efectivo cuando los 

servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar 
justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al Ejecutivo y al 
Legislativo y la decisión se fundamenta en los hechos del caso y las normas 
jurídicas aplicables (...)”. 

 

Frente a la presunta vulneración del Derecho a la Igualdad conviene anotar lo 

sostenido por la Corte Constitucional: 

 

“(…) El objeto de la garantía ofrecida a toda persona en el artículo 13 de la Carta 
no es el de construir un ordenamiento jurídico absoluto que otorgue a todos 
idénticos trato dentro de una concepción matemática, ignorando factores de 
diversidad que exigen del poder público la previsión y la práctica de razonables 
distinciones tendientes a evitar que por la vía de un igualitarismo ciego y formal 

en realidad se establezcan, se favorezca o se acreciente la desigualdad, para ser 
objetiva y justa, la regla de la igualdad ante la ley, no puede desconocer en su 
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determinación tales factores, ya que ellas reclaman regulación distinta para 

fenómenos y situaciones divergentes (...)”.  
 
“(…) La igualdad exige el mismo trato para los entes y hechos que se encuentren 
cobijados bajo una misma hipótesis y una distinta regulación respecto de los que 
presentan características desiguales, bien por las condiciones en medio de las 

cuales actúan, ya por las circunstancias particulares que los afectan, pues unas u 
otras hacen imperativo que, con base en criterios proporcionados a aquellas, el 
Estado procure el equilibrio, cuyo sentido en derecho no es otra cosa que la justicia 
Concreta” Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-094 del 27 de febrero  
de 1993) (…)”. 

 

En lo atinente al Principio de Buena Fe, vale la pena resaltar lo señalado por 

la Honorable Corte Constitucional en apartes de la Sentencia C-225 de 2017, 

así: 

 

“El artículo 83 de la Constitución Política incluye un mandato de actuación 
conforme a la buena fe para los particulares y para las autoridades públicas, 

aunque que se presume que se actúa de esta manera en las gestiones que los 
particulares realicen ante las autoridades del Estado, como contrapeso de la 
posición de superioridad de la que gozan las autoridades públicas, en razón de las 
prerrogativas propias de sus funciones, en particular, de la presunción de legalidad 
de la que se benefician los actos administrativos que éstas expiden. Esto quiere 
decir que el mismo texto constitucional delimita el ámbito de aplicación de la 
presunción constitucional de buena fe a (i) las gestiones o trámites que realicen 

(ii) los particulares ante las autoridades públicas, por lo que su ámbito de 
aplicación no se extiende, por ejemplo, a las relaciones jurídicas entre particulares. 
Se trata de una medida de protección de las personas frente a las autoridades 
públicas, que se concreta, entre otros asuntos, en la prohibición de exigir en los 
trámites y procedimientos administrativos, declaraciones juramentadas o 
documentos autenticados, ya que esto implicaría situar en cabeza del particular la 

carga de demostrar la buena fe en la gestión, de la que constitucionalmente se 
encuentran exentos. Esta presunción invierte la carga de la prueba y radica en 
cabeza de las autoridades públicas la demostración de la mala fe del particular, en 
la actuación surtida ante ella”. 

 

Con relación al Derecho a la Personalidad Jurídica y Nacionalidad, vale la 

pena señalar lo establecido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia T-006 de 2020: 

 

“Posteriormente hace un análisis sobre el fundamento jurídico de la nacionalidad. 
En tal sentido reitera que Colombia ha asumido la obligación internacional de 
garantizar el derecho de toda persona a tener una nacionalidad, como elemento 
integrante del reconocimiento a la personalidad jurídica”. 
 
“Señala que la Corte Constitucional ha dicho que el derecho a la nacionalidad es 

comprensivo de todos los atributos que se predican de la personalidad humana, 
como lo son el nombre, el estado civil, la capacidad, el domicilio, la nacionalidad y 
el patrimonio. (Sentencia C-243 de 2010)”. 
 
“En relación con el estatus migratorio, citó entre otras cosas jurisprudencia de la 

Corte Internacional de Justicia que sostiene que “pedir y obtener la naturalización 
no es un acto corriente en la vida de un hombre. Entraña la ruptura de un vínculo 

de fidelidad y establecimiento de otro vinculo de fidelidad. Lleva consigo 
consecuencias lejanas y un cambio profundo en el destino del que la obtiene”, 
debido a la importancia que tal relación representa en la vida de cualquier 
persona”. 
 
“De igual forma indicó que las diferentes decisiones del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos han permitido entrever que negar el derecho a la 

nacionalidad implica la vulneración de otros derechos humanos como los derechos 
del niño, nombre, educación, salud, propiedad privada, igualdad y libertad de 
expresión”. 
 
“Por otra parte hizo referencia al desplazamiento y migración de los ciudadanos 
venezolanos en Colombia. Explicó que el gobierno colombiano ha tomado medidas 

para cambiar la situación de los migrantes y refugiados en temas de salud, acceso 
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a la documentación y regularización, derecho a la nacionalidad y riesgo de 

apatridia”. 
 
“Sobre esto último señaló que mediante Resolución 6047 de 2017 que entró en 
vigencia el 30 de octubre, el Ministerio modificó sustancialmente la clasificación de 
visas que existía y estableció tres tipos: (i) visa de visitante o visa tipo V, (ii) visa 

de migrante o visa tipo M, (iii) visa de residente o visa tipo R. Para la solicitud la 
norma dispuso que el extranjero que la solicite debe encontrarse en alguna de las 
condiciones enlistadas en el artículo 17 de dicha resolución, entre las cuales se 
encuentran: ser cónyuge o compañero permanente de nacional colombiano; estar 
reconocido como refugiado en Colombia; contar con un empleo fijo en el país de 
larga duración; o haber registrado inversión extrajera entre otras”. 

 
En lo referente al Derecho al Registro Civil de Nacimiento, la Corte 

Constitucional en Sentencia T-301 de 2020, indicó: 

 

“Resulta indispensable llamar la atención de la Registraduría Nacional del Estado 

Civil y de sus dependencias para que, en adelante, todas las actuaciones 
relacionadas con el trámite de inscripción de nacimientos en el registro civil sean 
desplegadas con apego a los criterios de claridad y congruencia, de suerte que 

comprendan el propósito de veracidad que persigue el proceso administrativo y, 
del otro, la prerrogativa de toda persona a que el Estado reconozca y respete su 
identidad y filiación propia”.  

 
“Para fundamentar esta postura hizo referencia a la Circular Única Actualizada del 
17 de mayo de 2019, cuyo artículo 3.12 prevé la inscripción en el territorio nacional 

de hijos de colombianos nacidos en el exterior. La finalidad de estas exigencias 
legales, explicó, “es que la persona que solicite la inscripción en el registro civil de 
nacimiento colombiano, tenga el derecho a la nacionalidad por nacimiento, 
cumpliendo el requisito esencial surgido desde la Constitución Política de Colombia: 
Ser hijo de padre o madre colombiano”. A partir de lo dicho, concluyó que la acción 
de tutela resultaba improcedente dado que “la accionante para poder inscribir en 
el registro civil a su hija menor, [debía] cumplir con los requisitos establecidos en 

la Ley antes mencionados”. 

 
“Explicó que en el registro civil se pueden inscribir, entre otros, “los nacimientos 

ocurridos en el extranjero, de personas hijas de padres o madres colombianos”. 
Para ello, es indispensable que se acredite el nacimiento con el acta, registro o 
partida debidamente apostillada por la autoridad competente del país de origen, 

siendo este el único requisito para que pueda ser presentado en el territorio 
nacional. No se requiere, por tanto, la autenticación en el respectivo Consulado de 
Colombia ni la legalización en el Ministerio de Relaciones Exteriores. Ello en 
atención a que el Gobierno se adhirió a la Convención sobre la Abolición del 
Requisito de Legalización para Documentos Públicos Extranjeros, suscrita en La 
Haya el 5 de octubre de 1961, la cual entró en vigor para Colombia a partir del 30 

de enero del año 2001. En consecuencia, a partir de esta fecha un documento 
público expedido en alguno de los Estados parte de la referida Convención, como 
sucede en esta ocasión con la República del Ecuador, debe simplemente 
apostillarse en el país extranjero en el cual fue expedido. Una vez se cuente con 
ello, la persona interesada puede acercarse a cualquier consulado, oficina de 
registro o despacho notarial de la Nación para solicitar la inscripción, aclarando 
que “los testigos para este caso no sirven como documento antecedente para la 

inscripción de un nacido extranjero con padres colombianos, basta solo con la 
presentación del acta de nacimiento del otro país y la acreditación del padre como 

colombiano mediante la presentación de su cédula de ciudadanía”. 

 
En lo tocante a los Atributos de la Personalidad, en Sentencia T-447 de 2019, 

la Corte Constitucional, señaló: 

 

“Uno de los atributos de la personalidad con mayor incidencia en la identidad de 

los sujetos es el nombre y, por esta razón, constituye un derecho fundamental, 
naturaleza que está expresamente reconocida con respecto a los niños en el 
artículo 44 Superior. En consecuencia, en diversas oportunidades, esta 
Corporación ha destacado el respeto y la protección que merecen las decisiones 
individuales que lo involucran, en la medida en que comporta una de las 
manifestaciones de la individualidad de la persona y contribuye a la construcción 
identitaria”. 

 
“La  personalidad  jurídica  se compone de diferentes elementos, entre ellos, los 
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atributos de la personalidad (estado civil, nombre, nacionalidad, capacidad, 

patrimonio y domicilio). En este acápite, la Sala se concentrará en la capacidad 
jurídica que ha sido definida como la “aptitud legal para adquirir derechos y 
ejercitarlos”. 
 
“La capacidad tiene dos acepciones: de goce o jurídica, y de ejercicio o de obrar. 

Según la doctrina, el término “gozar” en el campo civil significa poder disfrutar de 
un derecho, estar investido de él o ser su titular. Mientras tanto, el término 
“ejercer” se refiere a la posibilidad de poner un derecho en práctica, de utilizarlo, 
disponer del mismo o simplemente de realizar los actos jurídicos que tal 
prerrogativa permita”. 
 

“En concordancia con la finalidad descrita, la personalidad jurídica se materializa, 
entre otros, mediante el ejercicio de los “atributos de la personalidad”, que 
corresponden a una categoría autónoma del derecho civil que tienen por finalidad 
vincular la personalidad jurídica de los seres humanos con el ordenamiento 
legal. Estos atributos contienen varios de los derechos que hoy se consideran 
fundamentales y que, antes de la entrada en vigor de la Constitución de 1991, se 
consideraban derechos legales”. 

 
“A partir de las nociones del derecho civil, los atributos de la personalidad 
corresponden a: (i) el nombre o razón social, que sirve para la identificación e 
individualización de las personas, ya sean naturales o jurídicas; (ii) la capacidad, 
que es la aptitud que tienen las personas de ser sujetos de obligaciones y/o 
derechos; (iii) el domicilio, que se refiere al lugar de residencia permanente de una 
persona; (iv) la nacionalidad, que es el vínculo jurídico que tiene la persona con 

un Estado determinado; (v) el patrimonio, que corresponde al conjunto de bienes 
y obligaciones que posee el sujeto de derecho; y (vi) el estado civil, que define la 
situación particular de las personas, en este caso sólo de las naturales, respecto 
de su familia, la sociedad y/o el Estado”. 

 

En base a los Derechos de Primera Generación Civiles y Políticos, la Corte 

Constitucional en Sentencia T-241 de 2018, determinó: 

 

“El derecho a la personalidad jurídica está consagrado en el artículo 14 
constitucional e igualmente se reconoce en algunos instrumentos internacionales 

como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos –PIDCP- y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos -CADH-. Este derecho está 
directamente relacionado con el artículo 13 constitucional, pues por medio de esa 
garantía todos los seres pertenecientes a la raza humana tienen igual tratamiento 

dentro del ordenamiento jurídico en cuanto a derechos y obligaciones”. 
 
“Esta Corporación, desde sus inicios, lo definió como derecho fundamental, pues 
además de ser una disposición de rango supralegal es un axioma fundamental para 
la interacción de la persona humana con el mundo jurídico; en otras palabras, es 
la parte sustancial de la idea de persona en los Estados Constitucionales modernos. 
Así, por ejemplo, la Sentencia C-486 de 1993 explicó cómo con la entrada en 

vigor de la Constitución de 1991, la personalidad jurídica pasó a indicar, en el caso 
de la persona natural, su idoneidad para ser titular de todas las posiciones jurídicas 
relacionadas con sus intereses y actividades”. 
 
“Posteriormente, la Sentencia C-511 de 1999 se refirió a varios de ellos, entre 
estos, el nombre y el estado civil como forma de ejercicio de los derechos políticos 
de los ciudadanos del Estado colombiano. La decisión mostró que la garantía de 

este precepto jurídico da alcance a derechos civiles y políticos. Por ejemplo, el 
principio constitucional de la autodeterminación se manifiesta a través del derecho 
civil al nombre, por el cual, en conjunto con el estado civil hacen posible ejercicio 
del derecho político al voto”. 
 
“Al respecto, las Sentencias T- 329A de 2012 y T- 929 de 2012 indicaron 

que la entrega inoportuna de la cédula de ciudadanía por parte de la organización 
electoral hace imposible la identificación de las personas así como el ejercicio de 
los derechos civiles y políticos. Por tal razón, la jurisprudencia constitucional ha 
indicado que es deber del Estado garantizar su oportuno trámite, expedición, 
renovación y rectificación, en tanto se trata de un documento que va más allá de 
la simple identificación de los ciudadanos, pues además de la determinación de la 
individualidad de cada persona, permite acreditar la mayoría de edad y, en 

consecuencia, la capacidad civil, así como también refrenda la condición de 
ciudadano para el ejercicio de los derechos políticos”. 
 
“En suma, el estado civil es un derecho fundamental, por medio del cual se hacen 
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efectivos otros derechos que son interdependientes a este, como el nombre, la 

nacionalidad, el voto, entre otros. En tanto que este derecho inició como un 
derecho legal, su tránsito a la constitucionalización se dio por medio de su 
vinculación directa a la personalidad jurídica, pues es a partir de esta institución 
que las personas demuestran: (i) su existencia a través del registro civil de 
nacimiento; (ii) su relacionamiento familiar, mediante los datos de filiación real y 

del registro civil de matrimonio; y (iii) la extinción de la vida, con el registro civil 
de defunción. Así, la negación de este atributo de la personalidad implica la 
irrupción en el goce efectivo de la personalidad jurídica y, en ese sentido, de otros 
derechos individuales fundamentales como el derecho a la identidad personal o los 
derechos políticos como, por ejemplo, el de elegir –voto- y ser elegido”. 
 

Hijos de padres colombianos no nacidos en territorio nacional -nacionales 
por nacimiento-: prueba de la nacionalidad, requisitos para inscripción 
extemporánea en el registro 
 
“21. El artículo 96 Superior dispone que la nacionalidad colombiana puede ser por 
nacimiento o por adopción. En cuanto a la primera de estas formas, la Carta Política 
prevé que son nacionales colombianos por nacimiento, entre otros, “a) [l]os 

naturales de Colombia, que con una de dos condiciones: que el padre o la madre 
hayan sido naturales o nacionales colombianos o que, siendo hijos de extranjeros, 
alguno de sus padres estuviere domiciliado en la República en el momento del 
nacimiento”. 
 
“22. La Ley 43 de 1993 desarrolló el citado precepto constitucional respecto de la 
adquisición, renuncia, pérdida y recuperación de la nacionalidad colombiana. El 

capítulo II sobre la nacionalidad colombiana por nacimiento, establece en su 
artículo 2º que “[p]ara los hijos nacidos en el exterior, la nacionalidad colombiana 
del padre o de la madre se define a la luz del principio de la doble nacionalidad 
según el cual, ‘la calidad de nacional colombiano no se pierde por el hecho de 
adquirir otra nacionalidad”. 
 

“Además, el artículo 3º de esta normativa prevé la prueba de la nacionalidad, así: 
“considerarán como pruebas de la nacionalidad colombiana, la cédula de 
ciudadanía para los mayores de dieciocho (18) años, la tarjeta de identidad para 
los mayores de catorce (14) años y menores de dieciocho (18) años o el registro 
civil de nacimiento para los menores de catorce (14) años, expedidos bajo la 

organización y dirección de la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
acompañados de la prueba de domicilio cuando sea el caso”. 

 
“23. Por otra parte, el Decreto 1260 de 1970 dispone que en el registro civil de 
nacimiento, además de los nacimientos que ocurran en el territorio nacional, 
también deberán inscribirse aquellos “ocurridos en el extranjero, de personas hijos 
de padre y madre colombianos”, esto dentro del mes siguiente a cuando ocurrió. 
Igualmente, el artículo 50 prevé que cuando se solicite dicho registro “fuera del 
término prescrito”, este debe ser acreditado con documentos auténticos, copia de 

las actas de las partidas parroquiales o con fundamento en declaraciones 
juramentadas presentadas ante el funcionario encargado del registro, por dos (2) 
testigos hábiles que hayan presenciado el hecho o hayan tenido noticia directa y 
fidedigna de él”. 
 
“24. Esta inscripción extemporánea en el registro civil por parte de quienes si bien 

no nacieron en Colombia tienen a uno de sus progenitores de nacionalidad 
colombiana ha sido reglamentada. Así, el Decreto 356 de 2017, en su artículo 
2.2.6.12.3.1, prevé que dicha solicitud que se adelanta ante el funcionario registral 
o consular debe estar acompañada de los siguientes documentos: (i) declaración 

bajo la gravedad de juramento de que la inscripción no se haya realizado 
previamente; (ii) certificado de nacido vivo y en el caso de haber nacido en el 
extranjero, se requiere “el registro civil de nacimiento expedido en el exterior 

debidamente apostillado y traducido”; y (iii) las partidas religiosas cuando 
corresponda. También señala que en caso de no poder acreditarse el nacimiento 
con tales documentos, el solicitante o su representante, si fuese menor de edad, 
además de presentar una petición por escrito en donde relacione sus datos 
personales, “deberá acudir con al menos dos (2) testigos hábiles quienes prestarán 
declaración bajo juramento mediante la cual manifiesten haber presenciado, 
asistido o tenido noticia directa y fidedigna del nacimiento del solicitante”. 

 
“Así mismo, el artículo 2.2.6.12.3.2 del Decreto dispone que cuando el nacimiento 
no ocurra en Colombia, es necesario que “al menos uno de los padres se encuentre 
debidamente identificado como nacional colombiano”. 
 
“25. Debe  precisarse  que  esta Corporación ha reconocido la importancia de este 



TUTELA: 2022-347 
ACCIONANTE: ROSA HELENA FLÓREZ RODRÍGUEZ 
ACCIONADA: REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL 

 

9 

 

registro, pues es “indispensable para que opere el reconocimiento estatal a la 

personalidad jurídica de todo ser humano y es, adicionalmente, la forma idónea 
para asegurar el ejercicio continuo y libre de muchos otros derechos”. 
La Sentencia T-106 de 1996 estimó que “[l]a forma idónea de asegurar que en 
efecto la persona sea alguien ante el Estado y de garantizar que pueda ejercer 
efectivamente sus derechos consiste en el registro civil de su nacimiento”. 

 
“26. La jurisprudencia de esta Corporación ha examinado asuntos en los cuales la 
autoridad registral niega la inscripción extemporánea del nacimiento en el registro 
de quien nace fuera de Colombia pero al menos uno de sus padres es nacional 
debido a que el documento que acredita dicho hecho no se encuentra apostillado”. 

 

En lo concerniente a la violación al Derecho a la Dignidad Humana, conviene 

señalar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia T-335 de 2019: 

 
“(…) que el derecho a la dignidad humana debe entenderse bajo 2 dimensiones: a 
partir de su objeto concreto de protección y con base en su funcionalidad 
normativa. En relación con el primero, este Tribunal ha establecido 3 lineamientos 
claros y diferenciables: i) la dignidad humana como autonomía o como posibilidad 
de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características; ii) la dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia; y 
iii) la dignidad humana como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, de la 

integridad física y moral o, en otras palabras, la garantía de que los ciudadanos 
puedan vivir sin ser sometidos a cualquier forma de trato degradante o humillante 
(…)”. 
 
“(…) derecho a la dignidad humana implica garantizar las condiciones necesarias 
para una existencia materialmente apropiada y acorde con el proyecto de vida que 
cada ciudadano le imprime a su devenir. Igualmente, este principio constitucional 

privilegia la autonomía personal como requisito elemental de una sociedad 
democrática y pluralista, en el sentido de que constituye la expresión de la 
capacidad de autodeterminación, de la potestad de exigir el reconocimiento de 
ciertas condiciones materiales de existencia o la manifestación de la intangibilidad 

de la integridad física y moral, por lo que existe un mandato imperativo de las 
autoridades y de los particulares, para que adopten las medidas necesarias de 

protección indispensables para salvaguardar los bienes jurídicos más preciados 
para el Estado (…)”. 

 
Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se 

centra en obtener respuesta a las pretensiones enunciadas en el acápite de 

antecedentes de la presente providencia, sobre lo cual la accionada, conforme 

obra en la contestación allegada, adosó copia del correo electrónico de fecha 22 

de agosto de 2022, en el que le notifican el contenido de la RESOLUCIÓN No. 

22883 DEL 22 DE AGOSTO DE 2022, que fue dirigido a la accionante y 

enviado al correo electrónico: ciraflorezyefersonosmey@gmail.com, con lo 

que se acredita que la accionada dio respuesta a los interrogantes de la 

accionante. 

 

Sin  más  consideraciones,  es  del  caso  dar  por  SUPERADO  EL HECHO 

objeto de decisión. 

 

D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO  DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 

mailto:ciraflorezyefersonosmey@gmail.com
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R E S U E L V E 

 
PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por la señora 

ROSA HELENA FLÓREZ RODRÍGUEZ, identificada con C.C. No. 

1.149.454.384, hija de padres colombianos, de nacionalidad venezolana, 

contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H.  Corte   Constitucional   para  su  eventual  revisión,  en  cumplimiento  a  lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LA JUEZ,                  

 
 

 
 

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 
 
LM 
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INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., septiembre primero (01) de dos mil veintiuno (2021). Al 

despacho de la señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos 
correspondió la presente acción de tutela la cual se radicó con el No. 2022-
371. Sírvase proveer. 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

      D.C., septiembre primero (01) de dos mil veintiuno (2021) 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado procede  a  dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 

2022-371, instaurada por el señor JOHN ALEXANDER RODRÍGUEZ 

MALDONADO,  identificado con la C.C. No. 79.690.827, contra la 

DIRECCIÓN EJECUTIVA - OFICINA DE ARCHIVO CENTRAL DE LA RAMA 

JUDICIAL, por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de 

debido proceso, acceso a una recta administración de justicia e igualdad. 

 
En consecuencia, líbrese oficio con destino al Representante Legal de la 

DIRECCIÓN EJECUTIVA – OFICINA DE ARCHIVO CENTRAL DE LA RAMA 

JUDICIAL, para que en el término de un (1) día, emita respuesta sobre las 

pretensiones incoadas por el accionante, consistentes en que se sirvan 

desarchivar el Proceso con radicado No. al derecho de petición de fecha 

noviembre 28 de 2019 con radicado No. 11001400305920170131100, que 

se tramitó en el JUZGADO 59 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ y luego en el 

JUZGADO 20 CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE 

BOGOTÁ. 

 
En aras de evitar futuras nulidades, se vincula calidad de terceros accionados 

al JUZGADO 59 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ y al JUZGADO 20 CIVIL 

MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE BOGOTÁ, para que en el 

mismo término si a bien lo tienen se haga parte en la presente acción y 

procedan a pronunciarse sobre los hechos y pretensiones incoados por la parte 

accionante.   

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 
LA JUEZ, 

 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

  
 
 

 

 
 

LM 
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